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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el agente oficioso de la señora MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO, accionante dentro del presente asunto, frente al fallo proferido el 4 de  abril de 2016, mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, decidió no tutelar los derechos fundamentales invocados contra LA UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL –UGPP-. 
ANTECEDENTES

Cuenta el libelista que la señora María Teresa, su madre, por intermedio de apoderada judicial, presentó el 14 de julio de 2015 cuanta de cobro para el reconocimiento y pago de pensión de sobreviviente ante la ARL Positiva, en calidad de única beneficiaria de la pensión que judicialmente le hubiese sido reconocida a su hijo José Darío Restrepo Cifuentes (q.e.p.d.), entregando para ello las primeras copias de la sentencia las cuales cobran mérito ejecutivo. En respuesta a lo anterior, Positiva S.A., el 29 de julio de 2015, informó que tal reclamación debía realizarse ante la UGPP. Así las cosas, diligenciaron y remitieron los formularios pertinentes a dicha entidad tanto para la pensión de sobreviviente como para el pago del auxilio funerario. 
En ese orden, el 28 de octubre de 2015 la UGPP les informó que para el reconocimiento del auxilio funerario era necesario remitir el certificado del plan exequial, el cual se remitió el 10 de noviembre de ese año. Frente a la pensión de sobreviviente, el 4 de noviembre de 2015 solicitaron unos documentos adicionales como lo es la copia autentica del registro civil de nacimiento del causante de la pensión, primera copia que preste merito ejecutivo de la sentencia judicial que reconoció la pensión al ya fallecido señor Restrepo; éstos se enviaron el 19 de noviembre de 2015, siendo efectivamente recibidos por la entidad. 

El 28 de diciembre de 2015 la apoderada judicial, recibió notificación de la resolución RDP052982 del 14 de ese mismo mes y año, por medio de la que le negaron la pensión de sobreviviente a la señora María Teresa, bajo el argumento de no haber aportado los documentos arriba mencionados. Esa decisión fue recurrida el 3 de enero de 2016, sin embargo hasta la fecha la entidad no ha dado respuesta.
Asegura el señor Jorge Eliecer que su madre dependía económicamente de su hermano fallecido, quien fue siempre la persona que se encargó de ella y de brindarle todo lo necesario para subsistir, razón por la que ahora se encuentra pasando por distintas penurias económicas, pues a pesar de contar con otros hijos, ninguno de ellos tiene la posibilidad económica para sufragar todos sus gastos, razón por la cual, vive prácticamente de arrimada donde una de sus hijas (sic), y esperando que sus otros parientes le colaboren con lo poco que pueden. Por ello, y teniendo en cuanta que es una persona de la tercera edad, considera que no es justo que con base en absurdas formalidades administrativas se le tenga sometida a llevar una vida indigna, especialmente cuando la entidad recibió toda la documentación necesaria y exigida para el reconocimiento pensional y no la tuvo en cuenta por que internamente, al parecer, la extraviaron. 
De acuerdo a lo narrado, el libelista solicita de la judicatura la protección a los derechos fundamentales vulnerados a su agenciada y en consecuencia que se le ordene a la UGPP reconocerle y pagarle la pensión de sobreviviente, toda vez que esa entidad cuenta con todos los documentos legales para ello. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 14 de marzo de 2016, admitiendo la petición de amparo interpuesta, ordenando su notificación a la parte accionada en la forma indicada en la ley, y negando la medida provisional solicitada. Posteriormente, 4 de abril de 2016 decidió no tutelar los derechos invocados por la parte accionante, al considerar que dentro del presente asunto no se cumple con el principio de subsidiariedad de la tutela, toda vez que la accionante cuenta con otros mecanismos judiciales para reclamar el reconocimiento pensional pedido. Además de que en la actualidad se encuentran en trámite los recursos interpuestos contra la resolución que le negó la pensión de sobreviviente, razón que hace evidente que la situación no se encuentra en firme; por otro parte, a pesar de haberse demostrado la condición de persona de la tercera edad de la señora María Teresa, en ningún momento se probó la situación de perjuicio irremediable en que se encuentra y que hace necesaria e imperiosa la intromisión del juez de tutela en ese asunto. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez se notificó del contenido del fallo atrás mencionado, el señor José Eliecer, agente oficioso de su madre María Teresa, allegó documento impugnando la decisión de primera instancia, argumentando que no entiende como la Juez de la causa ignora el principio de la buena fe para decir que no se encuentra probado que su madre se encuentra enfrentando una situación de peligro inminente, cuando además él se ofreció a llevar a los funcionarios del despacho para que verificaran las condiciones en las cuales ella se encuentra actualmente, pero ello jamás se hizo. Por otra parte, indica que su hermano se demoró cinco años para obtener el reconocimiento pensional y a pesar de ello murió antes de poder disfrutar de la misma, y someter a su madre a un proceso judicial para obtener el reconocimiento de la sustitución pensional es arrojarla a correr la misma suerte que él. 
Por otra parte, afirma que la UGPP no se había fijado que los documentos por ellos pedidos ya se encontraban en sus oficinas al momento de la expedición de la resolución RDP052982 del 14 de diciembre de 2015, y se percataron que allí los tenían porque ellos llamaron a la entidad, por tanto es evidente la desorganización y descuido de sus funcionarios.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la parte demandada ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el censor, de manera que deba revocarse o modificarse el fallo de instancia o si por el contrario, se encuentra ajustado a derecho y por ello merece la ratificación. 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, para lograr  así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que negó el amparo constitucional reclamado, al considerar que dentro del presente asunto no se probaron por parte del accionante las condiciones de perjuicio irremediable en que se encuentra la señora María Teresa, que hagan necesaria la intervención del Juez de tutela respecto del reconocimiento pensional que ella reclama. 

Sobre la procedibilidad de la tutela:
El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

 “ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 
En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Del caso concreto
En el presente asunto se tiene que el agente oficioso de la señora María Teresa, considera que se le debe conceder la tutela para ordenarle a la UGPP reconocer y empezar a pagarle la pensión de sobreviviente a la cual tiene derecho como única heredera de su hijo José Darío Restrepo Cifuentes quien obtuvo ese derecho después de un largo proceso judicial. Ello atendiendo su condición de persona de la tercera edad y su actual estado de salud y de vida, que hacen indigna su existencia, pues ninguno de sus hijos puede prodigarle todo lo que ella necesita. Aunado a ello, en su entender, la entidad accionada está poniendo trabas administrativas innecesarias para el reconocimiento,  a pesar de que se le han hecho llegar todos los documentos requeridos para tal fin, no los ha tenido en cuenta por el desorden interno que tiene. 

Atendiendo lo anterior, los argumentos presentados por la Juez A-quo en su fallo y las citas jurisprudenciales realizadas en precedencia, evidencia la Sala que si bien es cierto la señora María Teresa Cifuentes es una persona de la tercera edad que merece toda la protección del Estado y sus instituciones, ello no es una patente de corso para que el juez constitucional ignore la finalidad y los principios que rigen la acción de tutela, para además, ordenar a una entidad estatal saltarse un procedimiento y unas formalidades preestablecidas y realizar un reconocimiento pensional, respecto del cual, en virtud de los recursos interpuestos, no hay una decisión de fondo. 
En ese orden de ideas, considera el Despacho que no fue desacertada la decisión que tomara la A-quo respecto a negar por improcedente la protección reclamada, a pesar de la difícil situación que afirma el señor Jorge Eliecer que atraviesa su madre por haber perdido su principal apoyo, ello en contra de sus alegatos en torno al principio de buena fe, el cual si bien es cierto es aplicable a todos los casos, ello no excluye a las partes procesales de probar mínimamente sus dichos, especialmente en casos como este en donde la entidad accionada debe observar una serie de ritualidades, que aunque al libelista le parezcan absurdas, son necesarias para lograr asegurar que la persona que reclama realmente tenga derecho a ello, y no que por una falla en los protocolos de seguridad se le termine dando a alguien que no es lo que no le pertenece. 
Aunado a lo anterior, es deseo de este juez de constitucional recordarle al señor Jorge Eliecer que él y sus hermanos, tienen la obligación de solidaridad con su madre, lo que les implica que deben velar por ella y brindarle las mejores condiciones de vida dentro de sus posibilidades, independientemente de si ella recibe o no la asignación pensional como sobreviviente de su fallecido hijo José Darío, porque el deber de protección de los derechos y condiciones de vida de las personas de la tercera edad no son solo una responsabilidad estatal, sino también social y especialmente familiar, sin que se admita como excusa que el dinero no les alcanza para ayudar en la manutención de esa persona, a la que entre otras cosas, le deben la vida. 
A pesar de lo que viene de decirse, encuentra esta Corporación que la Juez de primer nivel si pasó por alto un derecho que se evidencia vulnerado, y que aunque no fue invocado por el accionante es claro que la entidad accionada está desconociéndolo y por ende el Juez de tutela en uso de sus facultades para fallar más allá de lo pedido, debió entrar a protegerlo. 

El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 
Aunado a lo anterior en la sentencia T-332 de 2015 la Corte Constitucional dijo: 

“Por lo anterior, la efectividad del derecho fundamental de petición se deriva de una respuesta pronta, clara y completa por parte de la entidad a la que va dirigida. La falta de alguna de estas características se materializa en la vulneración de esta garantía constitucional.”
Por lo dicho, es claro que el núcleo esencial del derecho de petición es que el peticionario reciba una respuesta, pronta, congruente y de fondo a su solicitud, lo que hace que sea evidente que mientras el petente no reciba la misma, esa prerrogativa constitucional continúa viéndose vulnerada y por ende es susceptible de ser protegida por el juez constitucional. 

De allí que la Sala que encuentre que en efecto se estructuró una trasgresión al derecho de petición que garantiza una adecuada y oportuna respuesta a las solicitudes que los particulares presentan ante cualquier autoridad, tal como lo consagra el artículo 23 Superior, pues recuérdese que dentro de este asunto la parte accionante interpuso de manera oportuna los recursos legales en contra de la resolución RDP052982 del 14 de diciembre de 2015, y aunque han transcurrido un poco más de cuatro meses desde entonces, a la fecha no se ha resuelto ninguno de ellos, a pesar de que la entidad cuenta con todo los elementos para decidir de fondo el asunto. 
De esa manera, la conclusión es la necesidad de tutelar el derecho fundamental de petición de la accionante. Así las cosas, aunque se confirme la negativa de protección de los demás derechos invocados por ser improcedente la acción constitucional para ello, se debe tutelar el derecho de petición y ordenar a la UGPP que por intermedio de su Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, en un término que no exceda los 15 días siguientes a la notificación de este proveído, proceda a resolver de fondo los recursos interpuestos por la representante judicial de la señora Cifuentes de Restrepo en contra de la resolución RDP-052982 del 14 de diciembre de 2015.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, el 4 de abril de 2016, en el sentido de negar por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados por el agente oficioso de la señora MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de la señora MARÍA TERESA CIFUENTES DE RESTREPO y en consecuencia se le ORDENA  a la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL –UGPP-, que por intermedio de su Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales, y si aún no lo ha hecho, proceda en un término que no exceda los quince (15) días siguientes a la notificación de este proveído, a resolver de fondo los recursos interpuestos por la representante judicial de la señora Cifuentes de Restrepo en contra de la resolución RDP-052982 del 14 de diciembre de 2015.  
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez


� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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